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Apartados del Plan Nacional de Desarrollo que sirven de marco general a la planeación de las 
funciones del Consejo 

 
I. POLÍTICA Y GOBIERNO 
 
Erradicar la corrupción, el dispendio y la frivolidad 
 
La corrupción es la forma más extrema de la privatización, es decir, la transferencia de bienes y 
recursos públicos a particulares. Las prácticas corruptas, agudizadas en el periodo neoliberal, 
dañaron severamente la capacidad de las instituciones para desempeñar sus tareas legales, para 
atender las necesidades de la población, para garantizar los derechos de los ciudadanos y para 
incidir en forma positiva en el desarrollo del país.  
 
Por ello, erradicar la corrupción del sector público es uno de los objetivos centrales del sexenio en 
curso. Con este propósito, el Poder Ejecutivo federal pondrá en juego todas sus facultades legales a 
fin de asegurar que ningún servidor público pueda beneficiarse del cargo que ostente, sea del nivel 
que sea, salvo en lo que se refiere a la retribución legítima y razonable por su trabajo. Lo anterior 
significa un combate total y frontal a las prácticas del desvío de recursos, la concesión de beneficios 
a terceros a cambio de gratificaciones, la extorsión a personas físicas o morales, el tráfico de 
influencias, el amiguismo, el compadrazgo, la exención de obligaciones y de trámites y el 
aprovechamiento del cargo o función para lograr cualquier beneficio personal o de grupo. 
 
Recuperar el estado de derecho 
 
Durante décadas, el cumplimiento de las normas legales fue asumido por los gobernantes como 
optativo y discrecional. Semejante conducta generó un gravísimo daño a las instituciones y a la 
moral pública, por cuanto generalizó el ejemplo de la ilegalidad en sectores de la población. En el 
actual gobierno todos los empleados públicos deberán acatar y aplicar el conjunto de leyes vigentes 
en el país, en la inteligencia de que sólo una autoridad respetuosa de la legalidad puede restaurar 
la confianza en ella por parte de la población.  
 
Lo anterior significa abstenerse de simulaciones de constitucionalidad como las que practicaron los 
gobiernos anteriores y, por lo que hace al gobierno federal, atenerse escrupulosamente a las 
delimitaciones impuestas por el pacto federal y la división de poderes. Explícitamente, el Poder 
Ejecutivo no intervendrá de manera alguna en las determinaciones del Legislativo ni del Judicial, 
respetará las atribuciones y jurisdicciones de las instancias estatales y municipales y respetará las 
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decisiones de la Fiscalía General de la República, el Banco de México, las autoridades electorales y 
la Comisión Nacional de los Derechos Humanos. Asimismo, el gobierno federal reconocerá y 
respetará las atribuciones y facultades que el marco legal del país otorga a las comunidades 
indígenas y a sus instancias de decisión, y se someterá a los fallos de los organismos e instrumentos 
internacionales de los que México es miembro y signatario, como la Organización de las Naciones 
Unidas, la Corte Penal Internacional y la Organización Mundial de Comercio. 
 
No se tolerarán las faltas de observancia a las leyes y reglamentos por parte de funcionarios y 
empleados públicos; éstas darán lugar a las sanciones administrativas que correspondan y serán 
turnadas, en los casos que lo ameriten, a la Fiscalía General de la República. 
 
Separar el poder político del poder económico 
 
Durante décadas, el poder político en México ha sido distorsionado y pervertido por la connivencia 
entre equipos de gobierno y grupos empresariales, hasta el punto en que se hizo imposible distinguir 
entre unos y otros. De esa manera, las instituciones gubernamentales fueron puestas al servicio de 
los intereses corporativos y usadas para la creación, consolidación y expansión de fortunas, en tanto 
que diversos consorcios han disfrutado en los hechos de una perversa proyección política, 
legislativa, judicial y administrativa. 
 
El gobierno federal actual se ha planteado el objetivo de separar esos dos ámbitos y restaurar el 
principio constitucional de que “todo poder público dimana del pueblo y se instituye para beneficio 
de éste”. En lo sucesivo, la capacidad económica y financiera de personas físicas o morales no debe 
orientar el nombramiento de funcionarios, la adopción de políticas públicas, las decisiones 
administrativas, la realización de reformas legales, la elaboración de fallos legales y mucho menos 
la distorsión de la voluntad popular en procesos electorales, como ha ocurrido en el pasado. Las 
instituciones de gobierno deben velar por las necesidades del país y de toda la población y no sólo 
por los intereses de grupos de presión empresariales y mediáticos. 
 
La dinámica de los negocios es indispensable para el desarrollo nacional y para el buen desempeño 
de la economía, pero es indispensable sacar del ámbito político las legítimas actividades para 
obtener ganancias. Con este propósito se mantendrá una estricta vigilancia de los conflictos de 
interés de los servidores públicos, se combatirá la corrupción en la asignación de contratos y 
concesiones y se sancionará como delito grave todo intento de distorsión electoral mediante la 
inyección de recursos no autorizados en campañas políticas o para ofrecer beneficios personales de 
cualquier clase a cambio del voto. 
 
Mandar obedeciendo  
 
Antes de tomar determinaciones, los gobernantes deben escuchar a sus gobernados y actuar en 
consecuencia. Los funcionarios públicos de todos los niveles están obligados a servir, no a servirse; 
a desempeñarse como representantes de la voluntad popular, no como sus usurpadores; a acordar, 
no a imponer; a recurrir siempre a la razón, no a la fuerza, y a tener siempre presente el carácter 
temporal de su función y no aferrarse a puestos y cargos.  
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II. POLÍTICA SOCIAL  
 
Desarrollo sostenible  
 
El gobierno de México está comprometido a impulsar el desarrollo sostenible, que en la época 
presente se ha evidenciado como un factor indispensable del bienestar. Se le define como la 
satisfacción de las necesidades de la generación presente sin comprometer la capacidad de las 
generaciones futuras para satisfacer sus propias necesidades. Esta fórmula resume insoslayables 
mandatos éticos, sociales, ambientales y económicos que deben ser aplicados en el presente para 
garantizar un futuro mínimamente habitable y armónico. El hacer caso omiso de este paradigma no 
sólo conduce a la gestación de desequilibrios de toda suerte en el corto plazo, sino que conlleva una 
severa violación a los derechos de quienes no han nacido. Por ello, el Ejecutivo Federal considerará 
en toda circunstancia los impactos que tendrán sus políticas y programas en el tejido social, en la 
ecología y en los horizontes políticos y económicos del país. Además, se guiará por una idea de 
desarrollo que subsane las injusticias sociales e impulse el crecimiento económico sin provocar 
afectaciones a la convivencia pacífica, a los lazos de solidaridad, a la diversidad cultural ni al entorno.  
 
 
III. ECONOMÍA  
 
Impulsar la reactivación económica, el mercado interno y el empleo 
 
Una de las tareas centrales del actual gobierno federal es impulsar la reactivación económica y 
lograr que la economía vuelva a crecer a tasas aceptables. Para ello se requiere, en primer lugar, del 
fortalecimiento del mercado interno, lo que se conseguirá con una política de recuperación salarial 
y una estrategia de creación masiva de empleos productivos, permanentes y bien remunerados. Hoy 
en día más de la mitad de la población económicamente activa permanece en el sector informal, la 
mayor parte con ingresos por debajo de la línea de pobreza y sin prestaciones laborales. Esa 
situación resulta inaceptable desde cualquier perspectiva ética y perniciosa para cualquier 
perspectiva económica: para los propios informales, que viven en un entorno que les niega derechos 
básicos, para los productores, que no pueden colocar sus productos por falta de consumidores, y 
para el fisco, que no puede considerarlos causantes. 
 
El sector público fomentará la creación de empleos mediante programas sectoriales, proyectos 
regionales y obras de infraestructura, pero también facilitando el acceso al crédito a las pequeñas y 
medianas empresas (que constituyen el 93 por ciento y que generan la mayor parte de los empleos) 
y reduciendo y simplificando los requisitos para la creación de empresas nuevas. 
El gobierno federal impulsará las modalidades de comercio justo y economía social y solidaria. 
 


